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LESIONES PERSONALES CULPOSAS POR ACCIDENTE DE TRANSITO / CONCURRENCIA DE CULPAS / VEHÍCULO DE EMERGENCIA / RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO / CONDENA. “[E]l hecho de que una paciente deba ser remitida a la capital desde uno de los pueblos del departamento, ello per se lleva implícita una situación de urgencia, máxime cuando en este caso, como así lo explicó el Dr. MANUEL JULIÁN SÁNCHEZ LONDOÑO, la remisión de la paciente era urgente, vital, al tener un diagnóstico de preclamsia que podría convertirse en eclamsia, por lo cual requería tratamiento oportuno en un hospital de mayor nivel como lo era el San Jorge de Pereira. Tal circunstancia para la Sala, ameritaba que el conductor de la ambulancia, aún sin conocer de primera mano la gravedad de la enferma, incrementara la velocidad en su desplazamiento, con miras a que ésta fuera atendida prontamente en el centro hospitalario para el cual había sido remitida. Pero para ello, y he aquí lo basilar de este asunto, debía hacer uso de los mecanismos sonoros y auditivos con los cuales están provistas todas las ambulancias, con miras a alertar a los demás usuarios de las vías sobre su presencia y la necesidad de su rápida movilización. Pero es más, ni siquiera así podría decirse que tal situación daba vía libre al conductor de una ambulancia para que vulnerar o quebranten a su antojo las normas de tránsito, porque no obstante que puedan anunciar su presencia por cualquier señal óptica o audible, tienen igualmente la obligatoriedad de reducir la velocidad y constatar que los demás rodantes les han cedido el derecho de paso al cruzar una intersección (…).  [E]l rodante, según quedó acreditado en juicio y lo ratificó el mismo procesado, solo traía encendidas sus luces de emergencia, mas no la sirena. De esa forma, al llegar a la carrera 8ª tomó el carril del megabús, la cual utilizaban para todos los traslados, y al acercarse a la intersección de la calle 35 donde vio el semáforo en verde a unos 30 o 40 metros, continuó su marcha, la que calculó entre 50 y 55 k/h, percatándose solo al ingresar a la intersección de la luz de un automotor a su lado izquierdo pues de inmediato se presentó el impacto, sin tener posibilidad de reaccionar. (…) Lo que tal situación comporta, es que en efecto el piloto de la ambulancia sí incrementó el riesgo que le era permitido al guiar ese vehículo en tales condiciones, porque si bien existe norma que le autorizaba aumentar un tanto su velocidad, también ella le exigía llevar todos los mecanismos sonoros y auditivos para anunciarse con antelación. (…) Todo lo dicho con mayor razón cuando la ambulancia se desplazaba por un carril de uso exclusivo del sistema de transporte masivo, el cual siempre utilizaba el señor CARLOS ALBERTO RESTREPO para todos los traslados, como así lo dijo en juicio, aunque también indicó que desconocía protocolo alguno para su uso, el cual fue aportado a juicio por la Fiscalía. (…) Se hace imperioso por tanto proceder a revocar el fallo de primera instancia para en su lugar declarar que el señor RESTREPO GUZMÁN faltó al deber de cuidado ante la inobservancia de las normas de tránsito que  le eran exigibles; en consecuencia, debe responder a título de culpa por los delitos de lesiones personales culposas en concurso homogéneo cometido en contra de la integridad de los señores JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN y SANDRA MILENA OSSA ÁLVAREZ.”.

Citación jurisprudencial: CJS AP 7 diciembre 2011, Rad. 37596.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, primero (01) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 1117
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 07 de 2016, 2:00 p.m.

	Acusado: 
	Carlos Alberto Restrepo Guzmán

	Cédula de ciudadanía:
	18.533.003 de Apía (Rda.)

	Delito:
	Lesiones Personales Culposas

	Víctima:
	Sandra Milena Ossa Álvarez y Josué Jiménez Blandón

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía y la representante de víctimas contra el fallo absolutorio fechado agosto 4 de 2016. SE REVOCA Y CONDENA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Dan cuenta los registros que siendo aproximadamente las 22:50 horas de octubre 22 de 2010, en la intersección de la carrera 8ª con calle 35 de esta capital, se presentó una colisión entre una camioneta Dimax conducida por HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ y la ambulancia guiada por el señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN, en cuyo interior se movilizaban las personas que resultaron afectadas en el hecho, esto es, los señores JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN -a quien se le dictaminó una incapacidad médico legal definitiva de 12 días, sin secuelas-, y SANDRA MILENA OSSA ÁLVAREZ -a la cual se otorgaron 20 días de incapacidad y como secuelas: (i) deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; (ii) perturbación funcional de miembro inferior izquierdo de carácter permanente; y (iii) perturbación funcional del órgano de la locomoción, de carácter permanente-.
1.2.- Realizada la audiencia de formulación de imputación en julio 8 de 2014, en la cual se le endilgaron cargos al señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN por un concurso de lesiones personales culposas consagradas en los artículos 111, 112 inciso 1°, 113 inciso 2°, 114 inciso 2°, 117 y 120 C.P., y ante la no aceptación de los mismos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación que se le asignó al Juzgado Primero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (agosto 22 de 2014), despacho ante el cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (noviembre 7 de 2014), preparatoria (mayo 28 de 2015) y juicio oral (marzo 28 y 29, julio 5 y 6 de 2016), al final del cual se emitió sentido de fallo de carácter absolutorio que fuera proferido en agosto 4 de 2016.
1.3.- Los fundamentos que tuvo en consideración la funcionaria a quo para llegar a esa conclusión de absolución, se hicieron consistir en que si bien existieron cinco testigos del hecho, al menos cuatro de ellos, los cuales procedió a analizar, se deben recibir con beneficio de inventario, en tanto tienen relación directa con el hecho, mas no así el señor JULIÁN ANDRÉS CARDONA, quien como persona particular vio el momento de la colisión y afirmó que la camioneta se pasó el semáforo en rojo y advirtió las luces de la ambulancia encendidas.
Aduce que aunque es cierto que la ambulancia se trasladaba por el carril del megabús y que iba a una aceleración no moderaba que oscilaba en unos 60 kms/h según los dictámenes periciales, lo que bien pudo vulnerar normas de tránsito, ello no fue la causa del accidente pues el conductor trasladaba una paciente que requería asistencia médica,  lo que en cierta medida justificaba su desplazamiento por dicho carril y a esa velocidad; así mismo, no se pudo demostrar en juicio que el procesado haya provocado el accidente al violar el debido cuidado, por el contrario, la colisión se originó por el actuar imprudente del piloto de la camioneta que no tomó las precauciones necesarias al pasarse el semáforo que estaba en rojo.
En este asunto –dice-- existió la presencia de un testigo ajeno a los hechos que resulta imparcial, serio, contundente, quien fue entrevistado en los albores de la investigación y siempre recalcó que el conductor de la camioneta sobrepasó el semáforo en rojo y vio que la ambulancia llevaba sus luces encendidas. Aunque no se supo por qué quien guiaba la camioneta cruzó el semáforo en esas condiciones, de ello se desprende que actuó de manera imprudente, sin acatar normas de tránsito, y ello debió ser investigado, desconociéndose por qué motivo no fue llamado a juicio por la Fiscalía, ni por qué razón desde el inicio se descartó la responsabilidad de tal conductor en el hecho.

1.4.- El señor defensor estuvo conforme con la decisión, mas no así la fiscal y la representante de las víctimas quienes hicieron expresa manifestación de apelar el fallo y sustentarlo por escrito. 

2.- Debate

2.1.- Fiscal -recurrente-
Considera que la funcionaria no analizó en conjunto los elementos probatorios arrimados, al desconocer lo dicho por los testigos que rindieron testimonio en juicio, pues solo valoró la declaración de JULIAN ANDRÉS CARDONA a quien le dio total credibilidad por estimar que este manifestó haber visto el semáforo a unos seis metros de distancia, lo que implica que dejó de observarlo, pues de haber seguido haciéndolo no podía ver el accidente sino que escucha la colisión, y por ende no puede decir a ciencia cierta que el semáforo estaba en rojo al pasar la camioneta. De ahí que los peritos tampoco hayan podido determinar qué vehículo cruzó en rojo, por lo que en ese punto específico existe duda, lo que llevó a la Fiscalía a predicar que fue el conductor de la ambulancia el que ofreció mayor riesgo y por lo mismo el causante de las lesiones.
La juez solo valoró ese testimonio y no todo el material debatido al aducir que todos, menos dicho testigo, tenían interés en el asunto, por lo cual no les dio importancia, como tampoco lo hizo con el oficio de tránsito que indica la prohibición para transitar por el carril del megabús, el que ni siquiera mencionó en el fallo. Lo dicho con mayor razón cuando el conductor de la ambulancia vulneró varias normas de tránsito al elevar la velocidad de su conducción, sin contar con elementos para pregonar que era una emergencia. Es claro que se desconocieron las normas de quien guía esta clase de vehículos, pues al ver el semáforo en verde a unos 30 ó 40 metros lo que hizo fue continuar, sin saber si al momento de llegar al semáforo estaría en rojo y no darse por enterado si le era prohibido seguir, pues de haber tomado el carril inferior no se hubiera dado el accidente.

El acusado infringió las normas de tránsito, y no se justifica ese proceder por transportar una paciente “en riesgo de muerte” como lo dice la juez, porque eso no fue lo que dijo el médico que la atendió al llegar al Hospital San Jorge, ni la misma paciente. Y aunque la decisión del médico que la remitió desde Santuario tenía su razón de ser en evitar futuras complicaciones, ello no le permitía al conductor de la ambulancia obrar imprudentemente, al pensar que estaba legalizado para ir a exceso de velocidad en esa zona donde la autorizada es de 30 kms/h.
De acuerdo con lo dicho por los testigos no hay certeza que el semáforo estaba en verde para la ambulancia y en rojo para la camioneta, máxime que éstos cambian en milésimas de segundos, y en cualquiera de esos momento en que deje de observarse puede variar, por lo cual no pueden dejarse de valorar los elementos probatorios arrimados al juicio. 
Pide en consecuencia se revoque la determinación adoptada y en su lugar se profiera un fallo de condena.
2.2.- Representante de víctimas -recurrente-
Expresa que el juzgador debe valorar las pruebas de manera conjunta y no aislada y por ello debe partir de la buena fe de todos los testigos, y dar credibilidad no solo a uno de ellos, en tanto ello debe comprobarse con los demás medios probatorios.

Estima que el Tribunal debe analizar las pruebas existentes y, en el peor de los casos, establecer una responsabilidad compartida entre el conductor de la camioneta y el de la ambulancia, pues técnicamente no se logró corroborar con certeza cuál de los dos infringió la norma de tránsito, es decir, cual se pasó el semáforo en rojo, pues también duda de la imparcialidad del señor JULIÁN ANDRÉS CARDONA.

Pide se revisen los elementos probatorios arrimados con miras a evitar una absolución del señor CARLOS ALBERTO RESTREPO o los responsables del daño, y además agrega: (i) desde los albores de la investigación la Fiscalía endilgó responsabilidad de los hechos al señor HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ, conductor de la camioneta, lo que implica que el inicio de la persecución penal se realizó frente a esta persona, aunque desconoce por qué el ente acusador abandonó la investigación en su contra, lo cual generó total desconcierto; (ii) en la acusación la juez le solicitó a la fiscalía que revisara su escrito, por cuanto la imputación se hizo en cabeza de HERNÁN TORO y la acusación contra CARLOS ALBERTO RESTREPO; (iii) muy a pesar de sus limitaciones como representante de víctimas, adelantó diversas gestiones y pidió a la Fiscalía se citaran a los testigos de los hechos, desconociéndose la razón para que eso no fue tenido en cuenta; (iv) en juicio manifestó a la juez la falta de garantías para la víctima pues su intervención estaba supeditada a las decisiones del ente acusador.
La juez valoró en mayor grado la credibilidad de JULIÁN ANDRÉS CARDONA por ser un particular, pero desvirtuó lo indicado por los demás testigos, y considera errónea  la interpretación que se efectuó a las pruebas, por lo que la Sala podrá establecer luego del análisis pertinente que el señor RESTREPO GUZMÁN sí tiene responsabilidad en el hecho de tránsito.

En esos términos solicita se dicte fallo condenatorio o en su defecto se determine un compromiso compartido con el señor HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ, como responsables del delito de lesiones personales culposas. De manera subsidiaria reclama la nulidad por vulneración al debido proceso, conforme a lo expresado, e igualmente se impida la entrega definitiva de los vehículos involucrados.

2.2.- Defensa –no recurrente-
Pide se confirme en su integridad el fallo al considerar que su representado no fue el responsable del hecho de tránsito, ya que el mismo fue generado por la camioneta conducida por HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ, al no realizar el pare tal cual lo corroboró el testigo JULIAN ANDRÉS CARDONA. Y aunque el señor JOSUÉ JIMÉNEZ en juicio intentó comprometer al conductor de la ambulancia, finalmente admitió que había pasado en verde, por lo cual no fue un solo declarante el que adujo tal situación, y la causa eficiente del resultado la generó el piloto de la camioneta al no detenerse como se lo indicaba el semáforo. A su juicio por tanto, el conductor de la camioneta no se encontraba pendiente de la vía y menos del cambio de semáforo, sino de lo que pudiera presentarse a su alrededor para detener la marcha. 
Con los dictámenes de los peritos no se pudo establecer qué vehículo se pasó el semáforo en rojo, pero ello quedó esclarecido con el testigo JULIÁN ANDRÉS CARDONA, como también que el hecho de que la ambulancia se desplazara por la vía del megabús fue circunstancial, pero finalmente no tuvo trascendencia en la ocurrencia del hecho, porque fue la violación de la señal de tránsito lo que ocasionó la colisión.

Fue claro para la juez que la ambulancia iba en emergencia tal como se narró por el médico tratante, toda vez que la señora SANDRA ostentaba un estado delicado, siendo necesario trasladarla a un hospital de mayor complejidad, por lo cual su traslado se hizo de noche para preservar su vida y la de su hijo en gestación. Y la misma no iba a velocidad que superara los 60 kms/h que es la permitida para las zonas urbanas, máxime que la prelación de la semaforización la tenía la ambulancia al estar en verde.
Agrega que el recurso de la Fiscalía se basa en hipótesis y conclusiones sin sustento probatorio, donde trata de minimizar su error al llevar a juicio a un sujeto equivocado. Y con respecto a lo dicho por la representante de víctimas, esgrime que la juez sí valoró las pruebas en su conjunto y aunque técnicamente no se logró comprobar quien pasó el semáforo en rojo, ello lo dilucidó el testigo. Así mismo destaca que a las víctimas se les respetaron sus derechos y por ende no tiene cabida la nulidad pregonada.

Considera contradictorio que aunque la abogada de víctimas alega la responsabilidad de su prohijado, luego solicita la responsabilidad compartida del señor HERNÁN DE JESÚS TORO, pero olvida que la causa eficiente del accidente fue el paso del semáforo en rojo por el conductor de la camioneta.
2.3.- Debidamente sustentado el recurso, la juez a quo lo concedió en el efectivo suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y la apoderada de víctimas-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer en primer lugar si en efecto existe una causal de nulidad en el trámite, como así lo pregona la representante de víctimas, y de no acreditarse tal situación, se procederá a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto absolvió al señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN por la conducta de lesiones personales culposas en concurso homogéneo en los ciudadanos SANDRA MILENA OSSA ÁLVAREZ y JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN, o si por el contrario, existen pruebas que corroboran la responsabilidad del acusado en este caso. 
3.3.- Solución a la controversia

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto y como quiera que por parte de la apoderada de víctimas se esgrimió en su recurso una posible causal de nulidad por violación al debido proceso, amén de la irregularidad en la formulación de acusación y la falta de garantías en desarrollo del juicio oral, debe empezar la Sala por analizar si tal  circunstancia se presentó, en tanto de acreditarse irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ello conllevaría a retrotraer la actuación al momento en que ello se generó.

Aduce la apoderada de víctimas que desde el comienzo la actuación se dirigió en contra del señor HERNÁN DE JESUS TORO GÓMEZ, conductor de la camioneta dimax que colisionó con la ambulancia, y por ello fue citada para la audiencia en la que se le formularía imputación; sin embargo, esa diligencia nunca se llevó a cabo, porque a quien se le endilgó responsabilidad fue al señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN a quien se le imputaron cargos por el delito acá investigado. No obstante, al presentarse el escrito de acusación se hizo alusión al señor HERNÁN DE JESÚS TORO HERNÁNDEZ, lo que motivó a la a quo a que se aclarara tal aspecto.  

Con respecto a tal situación, se evidencia que en efecto al señor RESTREPO GUZMÁN se le formuló imputación en julio 8 de 2014, y pese a ello, al parecer por error involuntario del ente acusador, al momento de elaborar el escrito de acusación, concretamente en el ítem correspondiente al acusado, se plasmaron los datos del señor HERNÁN DE JESÚS TORO HERNÁNDEZ.

De ello no se percató la señora fiscal, como quiera que al realizarse la formulación de acusación en la cual dio lectura textual a lo allí inserto, procedió a mencionar al señor TORO HERNÁNDEZ, ante lo cual la funcionaria llamó la atención de la fiscal para que corrigiera el nombre del acusado por el del señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN, al observar que el indicado en el escrito acusatorio estaba errado, como así lo hizo de manera verbal la fiscal no obstante que en otras dos ocasiones más al leer la acusación se refirió a TORO HERNÁNDEZ, dejándose finalmente constancia por parte de la señora juez que el nombre del conductor de la ambulancia es el del hoy procesado y no el del señor HERNÁN TORO.

De lo sucedido en esa diligencia, lo que percibe la Sala es que se trató de un error involuntario de parte de la Fiscalía, al asentar el nombre de quien no era el acusado, de lo cual se percató la juez quien llamó la atención a la  fiscal para clarificar tal aspecto, dejándose las constancias respectivas, mismas que incluso efectuó en esa precisa audiencia la apoderada de víctimas, quien al concedérsele la palabra comenzó por decir que se corrigiera lo pertinente a que el accidente tuvo su origen en la actividad imprudente no de HERNAN DE JESÚS TORO, sino de CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN. Lo anterior nos permite predicar que en punto de ese equívoco en el escrito acusatorio no se evidencia irregularidad alguna como quiera que fue la titular del ente acusador quien hizo la claridad respectiva dentro de ese mismo acto público y a solicitud de la judicatura.
Ahora bien, con respecto a la manifestación de la togada en el sentido que no tuvo las garantías procesales en su condición de apoderada de víctimas, ya que su intervención está supeditada a aquella realizada por la Fiscalía, debe iniciar por decirse que en efecto la jurisprudencia ha considerado que  la víctima por no tener la calidad de parte, no puede atribuírsele una participación absoluta en el juicio y por ende su participación debe hacerse por intermedio de la Fiscalía. Así quedó esclarecido en los siguientes términos: 
“No debe dejarse de lado que, independientemente de sus derechos y de la obligación de la administración de justicia de garantizárselos, constitucional y legalmente la víctima no es “parte”, sino “interviniente” procesal y permitirle la participación absoluta en el juicio, sin límites, equiparándola a la defensa y a la Fiscalía, comportaría desnaturalizar su carácter para convertirla en “parte”.
Desde un criterio de ponderación se tiene, entonces, que en el desarrollo del juicio se impone garantizar la participación efectiva de la víctima en aras de la protección de sus derechos, pero igual deben protegerse los derechos a un debido proceso constitucional y legal y los del acusado, contexto dentro del cual la solución propuesta surge justa, en tanto hace efectiva la potestad del perjudicado de solicitar pruebas, sólo que por intermedio del adversario habilitado para introducirlas, lo cual, a su vez, garantiza no solamente el respeto al esquema de enjuiciamiento criminal, sino que el acusado se defenderá de un solo oponente”. 
 

De lo discurrido en juicio se observa que la defensora de víctimas pretendía tener una participación más activa, lo que incluso la llevó a solicitar a la a quo que le permitiera preguntar, pero ello no era posible pues su intervención debía hacerse por intermedio de la fiscal, como así se evidenció, con miras a preservar el principio de igualdad de armas y la estructura adversarial del sistema acusatorio. Y muy a pesar que en desarrollo de una de las pruebas de la defensa la apoderada de víctimas manifestó al despacho no tener garantías en tanto la fiscal no practicaba las preguntas que ella le decía por estar en contravía de su estrategia -la de la fiscalía-, la a quo estimó que en momento alguno se le estaban cercenado sus derechos. 
Considera por tanto la Sala que aunque posiblemente no haya existido buen entendimiento entre fiscal y apoderada de víctimas para elevar algunos de los cuestionamientos que ésta tenía, tal circunstancia no amerita pregonar que se le vulneraron sus garantías fundamentales como representante de los afectados, ya que en el decurso del juicio tuvo la posibilidad de hacer las preguntas que a bien consideró en relación con los temas que en su oportunidad fueron objeto de controversia, y lo hizo por intermedio de la fiscal, salvo en algunos momentos en los cuales no hubo coincidencia de intereses.

Tampoco se aprecia irregularidad que amerite retrotraer la actuación a su génesis por cuanto la Fiscalía no vinculó al señor HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ, ya que es ese órgano estatal el que ostenta la titularidad en el ejercicio de la acción penal y es la autoridad encargada legal y constitucionalmente de atribuir los cargos.

En consecuencia, para la Sala en momento alguno se le vulneraron a la apoderada de las víctimas sus derechos y bajo ese entendido no existe la pregonada causal de nulidad que de manera subsidiaria elevó en su recurso.  Se procederá por tanto al análisis de fondo que en derecho corresponde.

De la situación fáctica esgrimida se advierte que en horas de la noche de abril 22 de 2010, en la intersección de la carrera 8ª con calle 35 de esta capital, se presentó un hecho de tránsito entre una camioneta Dimax conducida por el señor HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ, y una ambulancia timoneada por el señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN, en la que resultaron afectados en su integridad física SANDRA MILENA OSSA ÁLVAREZ y JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN, quienes se desplazaban en el vehículo de emergencias, la primera en calidad de enferma, y el segundo como su acompañante.

La colisión en sentir de la fiscal recurrente y la apoderada de víctimas, se dio por la omisión al deber objetivo de cuidado por parte del conductor de la ambulancia, quien al desplazarse por la carrera 8ª sin hacer uso de las señales respectivas y por el carril del Megabús, elevó el riesgo en la comisión de la ilicitud, siendo tal rodante el que golpeó a la camioneta conducida por el señor HERNÁN DE JESUS TORO, con los resultados ya conocidos.

Por el contrario, la defensa asegura que el hecho se dio no por la conducta de su prohijado, sino por cuanto quien conducía la camioneta vulneró la norma de tránsito al sobrepasar en semáforo de la calle 35 que se encontraba en luz roja, siendo la causa eficiente del resultado.
Para el despacho de primer nivel, la teoría de la defensa fue la que primó, en tanto del análisis probatorio, en especial del único testigo ajeno a los hechos –según su parecer-, esto es, el señor JULIÁN ANDRÉS CARDONA, se desprendía con claridad que en efecto quien incrementó el riesgo permitido fue el conductor de la camioneta, porque según el declarante se pasó el semáforo en rojo, momento en que cruzaba por la intersección la ambulancia con la cual colisionó por el lado izquierdo, lo que a la vez generó la desestabilización de esta y posterior volcamiento.

Para el Tribunal, los puntos centrales que ameritan dilucidación probatoria, se pueden concretar en los siguientes interrogantes: (i) ¿el transitar la ambulancia por el carril del Megabús, al parecer sin las señales reglamentarias auditivas y visuales requeridas, y a una velocidad superior a la autorizada, creó un riesgo no permitido o lo incrementó indebidamente, como quiera que le impidió reaccionar para evitar el resultado o aminorar sus consecuencias?; y (ii) ¿de la actividad desplegada por el conductor de la camioneta Dimax se podría deducir una culpa exclusiva de la víctima; o, por el contrario, la existencia de una concurrencia de culpas?

En relación con el primer cuestionamiento, se debe indicar que en juicio y de conformidad con lo referido por los peritos tanto de la defensa como de la Fiscalía, se logró corroborar la aceleración probable para cada uno de los vehículos involucrados, esto es, para la camioneta de entre 15 y 18 k/h, y para la ambulancia entre 50 a 59 k/h -de acuerdo con el perito de la defensa- y 64 k/h. -según medicina legal-.

De allí se puede inferir, que en efecto existía para ese momento un aumento de la velocidad permitida para la ambulancia, como quiera que la normativa de tránsito expresa que para intersecciones en zona urbana la velocidad no puede superar los 30 K/h. -art. 74 C.N.T.-  Dato que no solo se logró corroborar con los peritajes realizados por los expertos presentados en juicio, sino por la misma información aludida por el señor CARLOS ALBERTO  RESTREPO, quien renunció a su derecho a guardar silencio y frente a dicho tema señaló que al ingresar a la carrera 8ª se movilizaba entre 50 o 55 k/h, cifra muy parecida a aquella que refirieron los peritos, y que conllevó a que luego de la colisión la ambulancia derrapara y posterior a su volcamiento desarrollara un arrastre de aproximadamente 30.5 metros, según el croquis de tránsito.
Ahora bien, debe establecerse si en efecto ese incremento en la aceleración de la ambulancia estaba justificado, pues como así lo refiere el artículo 2° del Código Nacional de Tránsito -Ley 769/02-, vehículo de emergencia es aquel automotor: “debidamente identificado e iluminado, autorizado para transitar a velocidades mayores que las reglamentadas con objeto de movilizar personas afectadas en salud, prevenir o atender desastres o calamidades, o actividades policiales, debidamente registrado como tal con las normas y características que exige la actividad para la cual se matricule”. Y para la Sala ese incremento autorizado de la velocidad es lo que conlleva que en la mayoría de las ocasiones se observe en la ciudad a esta clase de rodantes cuando superan los límites permitidos de aceleración; pero ello, como  igualmente lo dice la norma, no es algo caprichoso y dejado al arbitrio de su conductor, sino que debe ajustarse a lo allí referido. Y para el caso objeto de estudio, de acuerdo con la información que se le suministró al señor CARLOS ALBERTO RESTREPO, la orden dada por el Comandante de Guardia de la Estación de Bomberos de Apía -donde ejerce como bombero voluntario y a la vez era designado como conductor de la ambulancia del Hospital San Vicente de Paúl-, era la de dirigirse al Hospital de Santuario con carácter “U”  para realizar un traslado a la ciudad de Pereira.
Si bien al conductor no le fue indicado por la enferma, su acompañante, o incluso por el galeno que ordenó al remisión de la señora SANDRA MILENA OSSA al Hospital San Jorge de Pereira, de su condición médica, no es menos cierto que el hecho de que una paciente deba ser remitida a la capital desde uno de los pueblos del departamento, ello per se lleva implícita una situación de urgencia, máxime cuando en este caso, como así lo explicó el Dr. MANUEL JULIÁN SÁNCHEZ LONDOÑO, la remisión de la paciente era urgente, vital, al tener un diagnóstico de preclamsia que podría convertirse en eclamsia, por lo cual requería tratamiento oportuno en un hospital de mayor nivel como lo era el San Jorge de Pereira.
Tal circunstancia para la Sala, ameritaba que el conductor de la ambulancia, aún sin conocer de primera mano la gravedad de la enferma, incrementara la velocidad en su desplazamiento, con miras a que ésta fuera atendida prontamente en el centro hospitalario para el cual había sido remitida. Pero para ello, y he aquí lo basilar de este asunto, debía hacer uso de los mecanismos sonoros y auditivos con los cuales están provistas todas las ambulancias, con miras a alertar a los demás usuarios de las vías sobre su presencia y la necesidad de su rápida movilización.

Pero es más, ni siquiera así podría decirse que tal situación daba vía libre al conductor de una ambulancia para que vulnerar o quebranten a su antojo las normas de tránsito, porque no obstante que puedan anunciar su presencia por cualquier señal óptica o audible, tienen igualmente la obligatoriedad de reducir la velocidad y constatar que los demás rodantes les han cedido el derecho de paso al cruzar una intersección, tal cual lo refiere el artículo 64 CNT cuando textualmente reza: “CESIÓN DE PASO EN LA VÍA A VEHÍCULOS DE EMERGENCIA. Todo conductor debe ceder el paso a los vehículos de ambulancias, cuerpo de bomberos, vehículos de socorro o emergencia y de la policía o ejército orillándose al costado derecho de la calzada o carril y deteniendo el movimiento del vehículo, cuando anuncien su presencia por medio de luces, sirenas, campanas o cualquier señal óptica o audible. En todo caso los vehículos de emergencia deben reducir la velocidad y constatar que les han cedido el derecho de paso al cruzar una intersección”. -negrillas propias de la Sala- 
Lamentablemente, lo que en el presente asunto quedó demostrado, es que efectivamente la señora SANDRA MILENA OSSA fue remitida desde el Hospital de Santuario en la ambulancia conducida por el señor CARLOS ALBERTO RESTREPO, para ser atendida en el Hospital San Jorge de Pereira, vehículo en el que también se desplazaba su esposo JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN y la enfermera ELSY LILIÁN CANO, pero el rodante, según quedó acreditado en juicio y lo ratificó el mismo procesado, solo traía encendidas sus luces de emergencia, mas no la sirena. De esa forma, al llegar a la carrera 8ª tomó el carril del megabús, la cual utilizaban para todos los traslados, y al acercarse a la intersección de la calle 35 donde vio el semáforo en verde a unos 30 o 40 metros, continuó su marcha, la que calculó entre 50 y 55 k/h, percatándose solo al ingresar a la intersección de la luz de un automotor a su lado izquierdo pues de inmediato se presentó el impacto, sin tener posibilidad de reaccionar.
Esa narración es muy similar a la que brindó el testigo JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN quien ocupaba el lugar de copiloto de la ambulancia, no obstante que en juicio éste endilgó impericia al conductor del vehículo de emergencia al no poder controlarlo y evitar el volcamiento. 
Lo que tal situación comporta, es que en efecto el piloto de la ambulancia sí incrementó el riesgo que le era permitido al guiar ese vehículo en tales condiciones, porque si bien existe norma que le autorizaba aumentar un tanto su velocidad, también ella le exigía llevar todos los mecanismos sonoros y auditivos para anunciarse con antelación. No obstante, como se anunció, solo llevaba las luces de emergencia, y al ingresar a una intersección aún con la luz del semáforo a su favor debió minimizar el riesgo con una maniobra simple, como era la de accionar el sistema de frenos para pasar por la intersección con la aceleración tolerada, la que a la vez le hubiera generado un mayor control del rodante al instante en que se presentó la colisión, ya que la camioneta no superaba los 18 k/h.

Todo lo dicho con mayor razón cuando la ambulancia se desplazaba por un carril de uso exclusivo del sistema de transporte masivo, el cual siempre utilizaba el señor CARLOS ALBERTO RESTREPO para todos los traslados, como así lo dijo en juicio, aunque también indicó que desconocía protocolo alguno para su uso, el cual fue aportado a juicio por la Fiscalía. A cuyo efecto debe tenerse presente que, aunque este data de noviembre de 2010, es decir, 7 meses después de este hecho, de allí se desprende que para el uso por parte de vehículos de emergencia de tal carril, se debe contar con la autorización previa para ello, y además utilizar las luces y señales auditivas, lo que acá fue hecho a medias según ha quedado dicho.

Aunado a lo expresado, las reglas de la experiencia enseñan que existe una práctica inveterada y que ha ocasionado un sinnúmero de hechos de tránsito a altas horas de la noche, y es que muchos conductores pese a observar señales de semáforo en rojo, los sobrepasan -en ocasiones de manera lenta, otras más rápido-, bajo la premisa errada por supuesto, del poco tráfico vehicular, situación de más para considerar que tratándose de un desplazamiento de una ambulancia a altas horas de la noche -10:50 p.m.-, por un carril donde se entiende solo se moviliza el Megabús y excepcionalmente carros de emergencia, se debían contar con todas las alertas necesarias para evitar cualquier colisión, situación que no aconteció. De ese modo, se le imponía al señor CARLOS ALBERTO RESTREPO el deber objetivo de cuidado que tenía en su labor de conducción, pero su impericia o imprudencia al no reducir la velocidad en la intersección cuando la normativa de tránsito así lo establece, fue igualmente uno de los hechos generadores de la infracción a la norma penal, lo que en sentir de la Sala lo enlista como uno de los responsables de la infracción penal, sin que por ello pueda endilgarse a él toda la carga en la ilicitud, como se verá más adelante.

En relación con el segundo cuestionamiento, si bien es cierto que técnicamente no se logró establecer qué vehículo de los involucrados sobrepasó el semáforo en rojo, de conformidad con lo narrado en juicio por el acusado RESTREPO GUZMÁN y el lesionado JOSUÉ JIMÉNEZ CARDONA, aunado a lo manifestado por el señor JULIÁN ANDRES CARDONA -que aparece relacionado como testigo en el informe de tránsito-, quien al parecer omitió tal señal prohibitiva fue el conductor de la camioneta Dimax, esto es, el señor HERNÁN DE JESÚS TORO GÓMEZ, circunstancia que fue expuesta desde marzo 3 de 2012 cuando se le tomó entrevista al referido testigo ocular a ese respecto -o sea dos años después del suceso-, todo lo cual nos lleva a pregonar que no era un declarante sorpresivo al momento del juicio, sino que por el contrario lo por él percibido había sido puesto en conocimiento varios años atrás.

El citado testigo fue tenido en cuenta por la a quo para soportar la absolución a favor del señor CARLOS ALBERTO RESTREPO, y en su versión relata que vio el momento en el cual el conductor de la camioneta se pasó la señal de pare por cuánto venía detrás y logró apreciar el preciso instante en que éste irrumpió en la vía del megabús por donde se movilizaba la ambulancia, y al colisionar con su parte izquierda trasera originó el derrape de ésta y su posterior volcamiento.
Tal declarante para la Sala, como así lo fue para la a quo, es claro, contundente, sus manifestaciones son lógicas y guardan coherencia con lo dicho por el chofer de la ambulancia y uno de los afectados, en tanto expresaron que el semáforo de la carrera 8ª por la cual se movilizaban se encontraba en verde; y ello amerita señalar, contrario sensu, que aquél ubicado a la altura de la calle 35 por donde transitaba el señor HERNÁN DE JESÚS en la camioneta, se hallaba en rojo.

Aunque la fiscal en su oportunidad adujo que el haber sido visto por el testigo tal semáforo en rojo unos seis metros antes, implica que éste dejó de verlo y en ese interregno pudo cambiar, para la Sala ello no fue lo que ocurrió, ya que la programación de tales aparatos está perfectamente sincronizada entre uno y otro, y si bien el cambio de luz se puede presentar en segundos entre un color y otro, tal variación era perfectamente visible por los conductores al no existir obstáculo que lo impidiera pues de ello nada se dijo, máxime cuando lo que se estableció es que el semáforo estaba en verde para la ambulancia y en rojo para la camioneta.
La perplejidad que le asiste a la representante de víctimas y a la misma juez, en cuanto la Fiscalía omitió vincular a la investigación al señor HERNÁN DE JESÚS TORO, también la comparte esta Sala de Decisión, pues si bien el ente acusador es quien ostenta el ejercicio de la acción penal, no se entiende cuál fue el motivo por el cual, pese a contar con elementos probatorios que le permitían inferir también la presunta responsabilidad de este ciudadano en los hechos, amén de lo informado desde los albores de la indagación por el señor JULIÁN ANDRÉS CARDONA -sin desconocer la responsabilidad que también le podría cobijar al conductor de la ambulancia-, haya omitido adelantar la investigación en su contra, cuando es evidente que éste igualmente pudo haber incurrido en la infracción al deber objetivo de cuidado, en tanto se desprende que dicha persona en su condición de motorista de la camioneta Dimax superó el semáforo en rojo y golpeó a la ambulancia con el consiguiente volcamiento.

Tal vez, podría pensarse, que en la mente del titular de la acción penal estuvo la idea de que solo uno de los dos conductores debía responder por el resultado y no los dos conjuntamente; es decir, que podríamos estar ante un inadecuado manejo de la figura de la concurrencia de culpas en las conductas imprudentes, y de allí quizá la razón para la desvinculación temprana e inapropiada de uno de los copartícipes.

El Tribunal, acorde con lo pregonado por la apoderada de las víctimas, es del criterio que hay lugar a predicar que en realidad nos encontramos frente a una concurrencia de culpas entre el conductor de la ambulancia y el de la camioneta, como quiera que la responsabilidad es predicable de ambos.

El denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con consecuencias de afectaciones mutuas
. Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, por tal razón, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente
.
Así las cosas, en el presente caso tanto el señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN como el señor HERNÁN DE JESÚS TORO, conductores de los rodantes involucrados, infringieron el deber objetivo de cuidado que conlleva el ejercicio de actividades peligrosas como la de conducir vehículos automotores, ello por cuanto ambos infringieron la normativa de tránsito, el primero al no aminorar la velocidad antes de la intersección y utilizar una vía de uso exclusivo del megabús sin las señales de emergencia pertinentes, y el segundo porque sobrepasó la luz roja que le impedía continuar su marcha sobre el carril por el cual se desplazaba la ambulancia.
Se hace imperioso por tanto proceder a revocar el fallo de primera instancia para en su lugar declarar que el señor RESTREPO GUZMÁN faltó al deber de cuidado ante la inobservancia de las normas de tránsito que  le eran exigibles; en consecuencia, debe responder a título de culpa por los delitos de lesiones personales culposas en concurso homogéneo cometido en contra de la integridad de los señores JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN y SANDRA MILENA OSSA ÁLVAREZ.

Corresponde decir finalmente, que el señor HERNÁN DE JESUS TORO no fue  vinculado a este asunto y se desconoce si se le adelanta investigación con ocasión de éstos hechos; sin embargo, la Sala se abstendrá de ordenar la compulsa de copias para que se indague por su accionar, por cuanto para él ya ha operado el fenómeno de la prescripción de la acción penal, en consideración a que ninguna de las sanciones previstas para las lesiones personales culposas descritas en los artículos 112-1, 113-2 y 114-2 C.P. supera los tres años, y de conformidad con lo reglado en el canon 83 C.P. tales conductas prescribirían en un término no inferior a cinco años, por lo cual si tenemos en cuenta que los hechos ocurrieron en abril 22 de 2010, dicho lapso feneció en abril 22 de 2015, esto es, con antelación a la fecha de recibido de las diligencias en esta Sala.

PUNIBILIDAD

Para dosificar la pena se atenderá lo dispuesto en los artículos 60 y 61 C.P., que señalan los parámetros que se deben tener en cuenta para la determinación de los mínimos y máximos punitivos en los cuales se debe mover el fallador y los fundamentos para individualizar la respectiva pena.

Acorde con lo previamente dilucidado, y como quiera que fueron diversos los daños físicos que se le produjeron a los afectados, la dosificación punitiva que ahora nos compete en relación con las conductas atribuidas al señor RESTREPO GUZMÁN, correspondería a la siguiente:

El artículo 112 inciso 1º del Código Penal prevé pena de prisión de 16 a 36 meses cuando la incapacidad para trabajar no supere los treinta (30) días, en tanto que el canon 113 inciso 2º sanciona con pena de 32 a 126 meses de prisión si la deformidad es permanente, y a su turno, el 114 inciso 2º con pena de 48 a 144 meses de prisión en los casos de perturbación funcional permanente, siendo este último delito el que ostenta la pena más alta, razón por la cual en atención al principio de unidad punitiva contenido en el dispositivo 117 ídem, será el tenido en cuenta para efectuar la dosificación punitiva.

Al tenor del artículo 120 ejusdem esa cantidad debe disminuirse de las cuatro quintas a las tres cuartas partes, por tratarse de lesiones personales culposas, lo cual en aplicación de lo normado en el artículo 60.5 del mismo estatuto
, arroja para la conducta atribuida un monto definitivo que oscila entre los 9 meses y 18 días a los 36 meses de prisión.  

Como quiera que de conformidad con el artículo 61 C.P. el sentenciador solo podrá moverse dentro del primer cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente situaciones de atenuación punitiva, y en el presente asunto se sabe que no concurren circunstancias de mayor punibilidad y el acusado carece de antecedentes penales, se estima procedente fijar como sanción el límite inferior del primer cuarto mínimo de movilidad
, por lo cual la pena a imponer será de 9 meses y 18 días de prisión.

Ahora bien, como el señor RESTREPO GUZMÁN con una sola acción infringió varias disposiciones de la ley penal, de acuerdo con lo reglado en el canon 31 C.P., deberá quedar sometido a la pena que establezca la sanción más alta aumentada hasta en otro tanto, a raíz del resultado de la incapacidad médica legal otorgada al señor JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN de doce (12) días, por lo cual en lo que hace con este ilícito se incrementará en 2 meses de prisión, por lo cual la pena quedaría en definitiva en 11 meses y 18 días de prisión. 
También debe sancionarse al condenado con la pena pecuniaria de multa, que oscila entre 34.66 y 54 s.m.l.mv., la cual no se aumentará en razón del concurso de delitos como quiera que la conducta de lesiones personales culposas en relación con incapacidad menor a 30 días no lleva aparejada la pena de multa-. De ese modo, y siguiendo idéntico derrotero al empleado para calcular la pena privativa de la libertad tratándose de conductas culposas, se impondrá pena de multa equivalente a 6.93 s.m.l.m.v.
En lo que hace con las sanciones accesorias, la de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad, mientras la privación del derecho a conducir vehículos automotores se impone por el término de seis (6) meses que corresponde a la pena mínima a que alude el inciso 5° art. 51 C.P.
SUBROGADO
El sentenciado se hace acreedor al beneficio de la suspensión de la ejecución de la pena, al que alude el canon 63 C.P., por un período de prueba de dos años, toda vez que el monto punitivo no supera los cuatro (4) años de prisión, carece de antecedentes penales, y el delito de lesiones personales culposas no está inserto en el artículo 68 A ídem. En dicho interregno el señor RESTREPO GUZMÁN deberá cumplir con las siguientes obligaciones: (i) observar buena conducta individual, familiar y social, (ii) abstenerse de consumir bebidas embriagantes o sustancias estupefacientes; (iii) cancelar los perjuicios derivados de esta infracción penal, para cuyo efecto se le concede un plazo de seis (6) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia; (iv) presentarse ante las autoridades en el momento en que sea requerido; y (v) no cambiar de residencia sin previo aviso al despacho de conocimiento. Hágase suscribir diligencia de compromiso, sin lugar a caución prendaria.

ANOTACIÓN FINAL
En atención a que el magistrado MANUEL YARZAGARAY BANDERA tiene una posición diferente de la Sala Mayoritaria en lo que hace referencia con los recursos que proceden frente a una decisión de esta naturaleza en donde en segunda instancia se revoca la absolución para en su lugar imponer condena, aclarará su voto en tal sentido.   

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
Falla:

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.), objeto de apelación.

SEGUNDO: SE CONDENA al señor CARLOS ALBERTO RESTREPO GUZMÁN, como autor material responsable del punible de LESIONES PERSONALES CULPOSAS de las que fueron víctimas los señores JOSUÉ JIMÉNEZ BLANDÓN y SANDRA MILENA OSSA ÁLVAREZ, acorde con los cargos formulados por la Fiscalía General de la Nación, y a consecuencia de un hecho de tránsito ocurrido en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya conocidas, a la pena principal privativa de la libertad de 11 meses y 18 días de prisión y multa por valor de seis punto noventa y tres (6.93) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

TERCERO: SE CONDENA al mismo procesado a las penas accesorias de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena principal; y de privación del derecho a conducir vehículos automotores por el término de seis (6) meses. 

CUARTO: SE DECLARA que el justiciable tiene derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, previa suscripción de acta de compromiso.
QUINTO: En firme la presente decisión, se dará comienzo al incidente de reparación integral.
SEXTO: Comuníquese esta determinación a las autoridades a las cuales se refiere el artículo 166 C.P.P. y a las de tránsito en relación con la prohibición de conducir vehículos automotores.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
-con aclaración de voto-
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� CJS AP 7 diciembre 2011, Rad. No. 37596.


� Ejemplo dado por el maestro REYES ECHANDÍA, Alfonso, en su obra La Culpabilidad, pgs. 132 y 133.


� Cfr. BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto, Delitos contra la Vida y la Integridad Personal, pgs. 142,143 y 146.


� Artículo 60 Numeral 5°: Si la pena se disminuye en dos proporciones, la mayor se aplicará al mínimo y la menor al máximo de la infracción básica.


� Los cuartos de movilidad quedarían así: primer cuarto mínimo de 9 meses 18 días a 16 meses y 6 días; primer cuarto medio de 16 meses 7 días a 22 meses y 24 días; segundo cuarto medio de 22 meses y 25 días a 29 meses y 12 días, y cuarto máximo de 29 meses 13 días a 36 meses.
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